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RESUMEN 
El presente artículo aborda el tema de la presunción de inocencia como garantía expresamente 
reconocida por la gran mayoría de las constituciones latinoamericanas, así como las constantes 
violaciones a su significado práctico. Su inobservancia objetiva ha provocado un exceso en la 
imposición de la medida cautelar la prisión provisional en muchos casos sometidos a la 
jurisdicción penal, lo que denota una constante percepción contraria a lo que supone la garantía, 
que supone una situación jurídica de inocencia en tanto no se dicte sentencia condenatoria o 
resolución judicial donde se determine la culpabilidad del presunto autor. Para ello deberá ser 
probado de manera efectiva y suficiente la participación de un sujeto determinado en un hecho 
considerado delito con anterioridad, mientras esto no ocurra, seguirá siendo estimado inocente. 
Numerosos debates se han sostenido para intentar justificar esta tradición jurídica de disponer 
prisión preventiva hasta el juicio, según la cual se hace necesario para evitar la impunidad; pero 
en reiteradas ocasiones se cometen errores violando no solo la garantía constitucional sino 
también, un derecho inalienable reconocido a todo ser humano, su libertad personal.  
PALABRAS CLAVE: Inocencia, Garantías Constitucionales, Principios, Presunción.  
THE PRESUMPTION OF INNOCENCE AS A CONSTITUTIONAL GUARANTEE IN 
LATIN AMERICA 
ABSTRACT 
This article addresses the issue of the presumption of innocence as a guarantee expressly 
recognized by most Latin American constitutions, as well as the constant violations of its 
practical meaning. Their objective non-observance has caused an excess in the imposition of the 
precautionary measure of provisional detention in many cases submitted to criminal jurisdiction, 
which denotes a constant perception contrary to what the guarantee implies, which implies a legal 
situation of innocence as long as it is not a conviction or court decision is issued where the guilt 
of the alleged perpetrator is determined. For this, the participation of a certain subject in a fact 
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previously considered a crime must be proven effectively and sufficiently, if this does not occur, 
it will continue to be considered innocent. Numerous debates have been held to try to justify this 
legal tradition of providing preventive detention until trial, according to which it is necessary to 
avoid impunity; but on repeated occasions errors are made violating not only the constitutional 
guarantee but also, an inalienable right recognized to all human beings, their personal freedom 
KEYWORDS: Innocence, Constitutional Guarantees, Principles, Presumption. 
 
INTRODUCCIÓN  
Muchas son las dificultades que encuentran hoy los poderes judiciales para poner fin a las 
indisciplinas sociales, violencia y sucesos de gran connotación criminal en el subcontinente 
Latinoamericano. El vertiginoso aumento de dificultades que ha atravesado esta región para 
desarrollarse económica y socialmente ha dado lugar a que se produzcan interminables crisis de 
violencia y alternativas ilegales de supervivencia en el pensamiento de sus habitantes.  
Con motivo de los temores que provoca el delito, los poderes judiciales auxiliados de sus 
mecanismos coercitivos han tenido que tomar estrictas medidas para su disminución o 
eliminación, en muchísimos casos extremándose en este sentido, tanto, que se han llegado a 
violar, en no pocas ocasiones, derechos y garantías de sus ciudadanos ya reconocidas 
constitucionalmente.  
Se produce un conflicto entre la seguridad general de los ciudadanos y los derechos individuales 
que continúa generando serias polémicas en el ámbito del Derecho Penal. Quizás la región 
latinoamericana no llevó aparejado su desarrollo legislativo con el progreso social que 
representaba el hecho admitir dichas garantías, lo que no significa que la apreciación de estas 
últimas no sea necesaria en los tiempos que discurren.  
Se transita por una etapa en que la democracia y los derechos fundamentales del ciudadano son 
elemento esencial de toda sociedad y ya se hace indiscutible que la preservación de las garantías 
de las personas es un deber de los Estados. Sin dudas, el desarrollo económico y social del viejo 
continente europeo discurrió tranquilamente y de manera mucho más acelerada que lo que ha 
tenido que transitar Latinoamérica para asimilar el proceso de las garantías y derechos humanos.  
América Latina ha sido objeto de explotación, transculturación, colonialismo, discriminación, 
marginalidad política y social, por lo que no pudo haber resultado diferente, indiscutiblemente ha 
tenido que sufrir cívicamente para salir adelante frente a las potencias económicas que ya 
preexistían a su desarrollo social y avanzar a pasos agigantados para equipararse al escenario 
internacional. 
No obstante, pese a que el viejo continente disfrutaba de un desarrollo sociocultural superior, 
Latinoamérica fue apropiándose de las experiencias vividas y los conocimientos adquiridos por 
las sociedades del primer mundo y con ello, desarrolló su sistema de justicia enriquecida por el 
derecho romano francés.  
Los razonamientos de la doctrina asociada al Derecho fueron tenidos en cuenta oportunamente en 
cada proceso legislativo y así se formularon leyes que acogen principios y garantías 
fundamentales reconocidas a nivel internacional como derechos fundamentales de todo ser 
humano.  
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Las organizaciones internacionales han tenido un alto protagonismo en relación con el 
reconocimiento preceptivo de tales garantías y derechos, con lo cual le ha impuesto a cada país, 
velar por su cumplimiento en forma inexcusable y así garantizar que tales logros no sean 
ignorados por los Estados. 
De conformidad con lo acordado, cada Estado de Derecho tiene la obligación de establecer en su 
Carta Magna cuáles serán los derechos fundamentales de sus ciudadanos y qué garantías merecen 
la protección jurídica constitucional. Cada Estado debe establecer legislativamente la forma en 
que estos derechos se verán limitados en beneficio de la colectividad. No pueden los funcionarios 
estatales y demás representantes del poder, ignorar deliberadamente y bajo pretexto de alcanzar el 
bien de todos, quebrantar los derechos de las personas y muchos menos de aquellos sometidos a 
proceso penal.  
El fin no justifica los medios, los medios son el camino necesario para lograr un fin 
efectivamente válido, en caso contrario el procedimiento deberá ser nulo de pleno derecho. La ley 
como principal fuente de derecho en casi todos los países de la región, constituye una muestra 
democrática de la sociedad actual, aprobada en principio por las mayorías y en beneficio de la 
colectividad, e informan la manera de llevar a efecto los medios de alcanzar un fin, si estos 
medios son quebrantados se estará yendo en contra de los propios actos o renunciando a las 
conquistas del progreso frente a los abusos de la autoridad. 
Entre los logros reconocidos de manera unánime por la mayoría de las constituciones 
latinoamericanas como derecho fundamental y a su vez garantía procesal se encuentra el 
principio de presunción de inocencia.  
Este principio pese a su declaración como derecho fundamental del ciudadano se encuentra en 
franca crisis, pues su quebrantamiento constante ha generado interminables debates sobre su real 
cumplimiento y en ocasiones se trata como una situación completamente contraria al 
manifestarse una presunción de culpabilidad que obliga al procesado a demostrar su inocencia.  
Latinoamérica es uno de los ejemplos más claros de la inobservancia de este principio que con 
tan buena fe en su momento histórico se determinó no perder de vista. La situación del 
subdesarrollo social de su cultura, las constantes necesidades de erradicar determinadas 
conductas delictivas o la premura por disminuir costumbres ancestrales de violencia doméstica no 
justifican la inobservancia de la inocencia como derecho fundamental.  
Es preciso demostrar una vez más las razones que justifican la obligada apreciación de este 
principio de inocencia, lo cual conviene a todas las personas miembros de una colectividad 
determinada, ya sean funcionarios apoderados del Estado, trabajadores u obreros comunes. Suele 
acontecer que no se conoce el valor de la justicia hasta que esta no le perjudica o quebranta 
directamente alguno de sus derechos.  
DESARROLLO 
1.1 Origen de la presunción de inocencia como garantía 
Durante la edad media las sociedades poseían costumbres ancestrales de comportamiento, con lo 
cual se habían establecido determinados dogmas inquebrantables que debían ser respetados por 
todos. Su inobservancia o ignorancia merecía el castigo en nombre de las mayorías; solo que el 
juzgador se constituía en la figura del inquisidor, quien en nombre de Dios estaba facultado para 
procesar al presunto culpable y castigarlo de la manera más cruel que se pueda imaginar.  
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La omnipotencia incalculable de estos apoderados por la Iglesia llevó a que los procesos de 
determinación de culpabilidad se caracterizaran por la tortura, el maltrato desmedido, la 
secretividad y el encarcelamiento indefinido. El ser humano carecía de derechos ante las ampliar 
facultades y arbitrariedad del inquisidor y vino a convertirse el procesado en el objeto de la 
investigación.  
Los sospechosos eran considerados culpables y cuando alguien prestaba confesión está hacía 
prueba plena de tal culpabilidad, con lo cual, la búsqueda de la verdad se resumía a largos 
períodos de sometimiento y tortura con el solo propósito de su reconocimiento público. 
Muestra de todos estos abusos de poder son narrados por (Faucault, 2002, pág. 11) y 
denominados como “suplicio”, respecto a lo cual describe detenidamente todos los tormentos y 
torturas a que eran sometidos los transgresores de las normas penales de estos tiempos.  
El principio de presunción de inocencia, aunque tuvo su primer reconocimiento en el Derecho 
Romano resurge nuevamente y en forma definitiva en la lucha contra el opresor y con la 
Declaración de los derechos del Hombre y el Ciudadano en 1789 (Bovino, Contra la Inocencia, 
2005, pág. 3). 
Renace como derecho natural e imprescriptible, y en tal sentido se expuso en su artículo 9 lo 
siguiente: “Puesto que todo hombre se presume inocente mientras no sea declarado culpable, si se 
juzga indispensable detenerlo, todo rigor que no sea necesario para apoderarse de su persona debe 
ser severamente reprimido por la ley”. De esta manera quedaron sentadas las bases para que la 
doctrina de la Ilustración desarrollara todos los mecanismos necesarios para su correcta 
apreciación y respeto como principio inalienable, sin embargo, esta pretensión no se consiguió 
como se esperaba. 
Los franceses pretendieron llevar a efecto tales garantías, pero su efectividad se mantuvo limitada 
por el poder del Estado resumiendo la presunción de Inocencia a la prohibición de las penas 
preventivas como mecanismo necesario para la tortura de la prescrita inquisición. Llobet 
Rodríguez citado por (Bovino, Contra la Inocencia, 2005, pág. 5).  
Los sueños de los franceses quedaron limitados y nunca alcanzaron a garantizar los principios 
políticos que, en beneficio de la colectividad, el movimiento reformista dictaba como de 
ineludible apreciación. Ello trajo como consecuencia que las garantías procesales que, como 
paradigma, se habían alcanzado en Europa fueran inobservadas en los países latinoamericanos.  
El principio de inocencia nunca tuvo una real apreciación práctica y se mantiene hasta hoy como 
una garantía formal del proceso, sin conseguir el reconocimiento socio-jurídico que pretendían 
los reformistas.  
1.2 El principio de presunción de inocencia como garantía  
 (Iturrante, 1998, pág. 1) señala: “La presunción de inocencia, calificada también como un estado 
jurídico, constituye hoy un derecho fundamental constitucionalizado. Lejos de ser un mero 
principio teórico de Derecho, representa una garantía procesal insoslayable para todos.” Con esta 
expresión se da por sentado que la gran mayoría de las constituciones del mundo reconocen este 
principio de manera preceptiva, lo que implica que debe ser tomado en cuenta como un principio 
rector y garantía obligatoria en cada ordenamiento procesal penal, su irrespeto provocaría un acto 
de inconstitucionalidad y negaría el derecho natural adquirido desde antaño.  
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Ferrajoli en su libro Derecho y Razón haciendo un análisis relacionando los principios de 
jurisdiccionalidad y presunción de inocencia, expone: 
Si la jurisdicción es la actividad necesaria para obtener la prueba de que un sujeto ha cometido un 
delito, hasta que esa prueba no se produzca mediante un juicio regular, ningún delito puede 
considerarse cometido y ningún sujeto puede ser considerado culpable ni sometido a pena. 
(Ferrajoli, 1995, pág. 549) 
Este autor realiza un análisis donde señala que la presunción de inocencia es una presunción juris 
lo que implica que admite prueba en contrario y señala expresamente que “La culpa y no la 
inocencia debe ser demostrada; y es la prueba de la culpa y no la de la inocencia que se presume 
desde el principio, la que forma el objeto del juicio.” (Ferrajoli, 1995, pág. 549).  
De estos postulados se puede interpretar que el sujeto sospechoso siempre debe ser considerado 
por el juzgador como inocente y habrá que destruir tal inocencia para modificar su situación 
jurídica. 
El proceso constituye el mecanismo necesario para probar la existencia de un delito y determinar 
quiénes fueron sus autores o partícipes, de lo cual se deriva que este camino debe estar permeado 
de una serie de requisitos que legitiman la fiabilidad de la prueba presentada, a ello se le 
denomina en Derecho, garantía procesal. Se le suman otras garantías que deberán ser cumplidas 
durante la sustanciación de la investigación de la verdad material para poder destruir la 
presunción de inocencia.  
Del cumplimiento de tales garantías procesales depende el respeto a la condición de inocente de 
una persona. Este postulado es, en principio, un paradigma de tributo a la dignidad y a los 
derechos de las personas.  
Muchos autores han sido consecuentes con el completo significado que este principio supone, 
otros no tanto; por ejemplo, Beccaria en su libro De los delitos y de las penas, decía:  
La prisión es una pena que necesariamente debe preceder, a diferencia de todas las demás, a la 
declaración del delito; pero este carácter diferencial no le quita el otro esencial, a saber, que sólo 
la ley determine los casos en que un hombre es digno de pena. La ley, pues, determinará los 
indicios de un delito que merezcan la custodia del reo, que lo sometan a un examen o a una pena. 
La fama pública, la fuga, la confesión extrajudicial, la de un compañero del delito, las amenazas 
y la constante enemistad del ofendido, el cuerpo del delito y otros indicios similares, son pruebas 
suficientes para capturar a un ciudadano. (Bovino, Contra la Inocencia, 2005, pág. 9) 
Con ello acepta Beccaria que las penas preventivas vulneraban el principio de presunción de 
inocencia, pero admitía que en determinados casos se impusiera una pena preventiva cuando aún 
no se había determinado la culpabilidad del imputado. Si bien es puede ser considerado como uno 
de los pensadores más progresistas del Derecho, admite como necesaria la prisión antes de haber 
sido declarada la culpabilidad. 
1.3 Presunción de inocencia en el orden constitucional  
Después de haber realizado un análisis sobre lo que implica la presunción de inocencia desde el 
punto de vista teórico, es válido señalar, que, pese a que una persona sea considerada sospechosa 
de un hecho determinado previamente como delito, su tratamiento no puede implicar la 
suposición de que es culpable, como tampoco puede ser sometido a un tratamiento condenatorio.  
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Esto no significa que el imputado no sea responsable del hecho punible, sino que su curso 
procesal, no puede estar permeado de presunta culpabilidad, sino de una condición o situación 
totalmente distinta, la inocencia, que es un estado que debe ser tenido en cuenta por los 
investigadores, fiscales, jueces, periodistas y la sociedad en general. Hasta el momento en que se 
determine por sentencia firme la culpabilidad o responsabilidad en los hechos no podrá el 
procesado, ser tratado como reo.  
En muchos de los textos constitucionales de América Latina aparece el principio de presunción 
de inocencia reconocido de manera absoluta, ello significa que no deja márgenes abiertos a 
interpretaciones sobre la posibilidad de considerar culpable a un sospechoso antes del dictado de 
una resolución judicial firme. Así mismo, estas normas supremas establecen los mecanismos 
imprescindibles que deben llevarse a cabo como garantía para su cabal cumplimiento. 
La Constitución Política de Colombia, (Asamblea Nacional Constituyente, 1991) dispone que 
“Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable”, 
(artículo 29 párrafo cuarto); este es un razonamiento absoluto, sin embargo, más adelante aclara 
que:  
Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni 
su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, 
con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley. La persona detenida 
preventivamente será puesta a disposición del juez competente dentro de las treinta y seis horas 
siguientes, para que éste adopte la decisión correspondiente en el término que establezca la ley 
(artículo 28). 
Todo ello viene a constituir una excepción al cumplimiento estricto del principio de presunción 
de inocencia, pero constitucionalmente regulada, estableciéndose con ello, los límites necesarios 
entre la inocencia y el poder estatal en la represión penal. Aun cuando la normativa constitucional 
regula los casos en que de alguna manera se colisiona con la inocencia, al menos se encuentra 
reglada con rango constitucional tanto el principio como la excepción.  
De manera muy similar aparece en la Constitución Política de Panamá (Asamblea Nacional, 
2004); la cual presenta el referido principio en la forma que sigue “Las personas acusadas de 
haber cometido un delito tienen derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su 
culpabilidad en juicio público que le haya asegurado todas las garantías establecidas para su 
defensa.” (artículo 22). En su artículo anterior, dice:  
Nadie puede ser privado de su libertad, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad 
competente, expedido de acuerdo con las formalidades legales y por motivo previamente definido 
en la Ley. El delincuente sorprendido in fraganti puede ser aprendido por cualquier persona y 
debe ser entregado inmediatamente a la autoridad. Nadie puede ser detenido más de veinticuatro 
horas sin ser puesto a órdenes de la autoridad competente. Los servidores públicos que violen 
este precepto tienen como sanción la pérdida del empleo, sin el juicio de las penas que para el 
efecto establezca la ley. (artículo 21). 
Aparece regulada la inocencia en casi todas las legislaciones de la región, sin embargo, existe una 
persistente violación de estos supra-preceptos, manifestada en la masificación en las prisiones de 
procesados, presuntos infractores, o personas que sospechosamente pudieron o no, cometer un 
hecho constitutivo de delito. La consideración que conduce a la imposición de la prisión 
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provisional radica en que, de esa manera, por una parte, se facilitará la investigación y, por otra 
parte, no se corre el peligro de fuga o de la inasistencia del acusado ante la justicia penal. 
Entre los presupuestos que fundamentan la aceptación de la prisión preventiva, aun cuando no ha 
sido quebrado el principio de presunción de inocencia que le asiste al imputado, se encuentran, 
según expone (Sánchez Romero, 2004, pág. 8 y sgtes):  
a) Probable responsabilidad del imputado, entendida como la existencia de suficientes 
elementos de convicción para sostener, razonablemente, que el imputado es, con 
probabilidad, autor o partícipe del hecho punible. 
b) Peligro de fuga, entendido como la posibilidad de que la persona imputada pueda 
sustraerse de la acción de la justicia, para lo cual se valoran determinadas situaciones 
como: arraigo en el país, determinado por el domicilio, residencia habitual, la pena que 
podría llegarse a imponer en el caso, la magnitud del daño causado y el comportamiento 
del imputado durante el procedimiento o en otro proceso anterior, en la medida que 
indique su voluntad de someterse a la persecución penal. 
c) Peligro de obstaculización, o posibilidad de que el imputado pueda llevar a cabo acciones 
conducentes a evitar el desenvolvimiento de la investigación, influyendo en testigos, otros 
posibles autores, ocultando documentación, entre otras. 
d) Peligro de reiteración delictiva, lo que supone que una vez detenido el acusado no podrá 
volver a incurrir en conductas transgresoras; fundamento que entra en contradicción 
expresa con la presunción de inocencia, pues supone que éste indiscutiblemente ha 
cometido el delito imputado y podrá volver a hacerlo en cualquier momento.  
En estos y otros fundamentos desarrollados por diferentes autores sustentan la creencia de que es 
necesaria la prisión preventiva en determinados casos sometidos a la jurisdicción penal, no 
obstante, la realidad demuestra que existe una reiterada práctica de aplicar tal medida cautelar en 
una cantidad excesiva de asuntos. 
(Llobet Rodríguez, 2009, pág. 115) en 1981 publicó una investigación sobre los presos sin 
condena en la que reveló los altos porcentajes de éstos en Latinoamérica, que hacían que 
“aproximadamente el 65% de los privados de libertad en esta región estuvieran bajo prisión 
preventiva”. 
Se expresó que en la mayoría de los casos se debía a la desactualizada legislación existente en 
esta región; pero hubo un profundo movimiento de reformas legales, sin embargo, persiste la 
reiterada costumbre de mantener en esta situación procesal a prácticamente todos los acusados. 
(Llobet Rodríguez, 2009, pág. 117) señala que, según estadísticas de ILANUD en el período 
comprendido entre 2005-2006, “Uruguay tuvo un 94% de presos sin condena; Paraguay 73%; 
Perú 70%; Colombia 65%; México 59%; Argentina 58%; Ecuador y República Dominicana 56% 
y Venezuela 55%.7.  
Aunque existen teorías que apoyan estos planteamientos y otras que niegan su absolutismo, es 
exactamente la condición de inocencia la que debe quedar protegida. Es importante recordar que 
no se trata de un mero principio teórico, sino de un principio de principios, una situación jurídica, 
una garantía constitucional y a su vez un principio político que compromete a los estados con su 
estricto cumplimiento.  
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a) Múltiples son los obstáculos que impiden el cumplimiento efectivo del referido principio 
de inocencia y su mayor manifestación se encuentra representada por la privación 
preventiva de la libertad. Si bien se han expuesto los presupuestos utilizados por casi la 
mayoría de los países latinoamericanos, existen otros fundamentos que dan lugar a su 
inobservancia constante en esta región, como expresa (Bovino, Contra la Inocencia, 2005, 
pág. 19) pues están los denominados “Requisitos materiales del encarcelamiento 
anticipado,” los cuales vienen a ser, según este autor, los siguientes:  
b) Principio de excepcionalidad: obliga a regular legalmente y a aplicar judicialmente 
medidas menos lesivas al encarcelamiento como regla. 
c) Verificación del mérito sustantivo: presupuesto del avance de la persecución, que requiere 
cierto avance en el procedimiento que permita establecer la probabilidad de que el 
imputado pueda ser responsable por la comisión de un hecho punible. 
d) Fin procesal: el único fundamento de la prisión cautelar es neutralizar dos tipos de 
peligros procesales: el peligro de fuga y el peligro de entorpecimiento de averiguación de 
la verdad. 
e) Principio de proporcionalidad: exige que los procesados reciban trato de inocentes o, 
como mínimo, que no reciban peor trato que los condenados. El sentido actual del 
principio es el de estricta equivalencia entre la prisión cautelar y la prisión como pena de 
cumplimiento efectivo. 
f) Principio de provisionalidad: requiere la subsistencia de todos los requisitos anteriores 
para que se autorice a continuar con la imposición de la medida de coerción cautelar. 
(Bovino, Contra la Inocencia, 2005, pág. 19 y 20) 
Todos estos requisitos conducen a justificar la privación del derecho fundamental a la libertad, 
contradiciendo el apoyo legislativo de la denominada y absoluta presunción de inocencia.  
En casi todas las constituciones de Latinoamérica y del mundo existe un artículo que de una 
forma u otra señala, por ejemplo: “Los derechos reconocidos por esta Constitución son 
inviolables, universales, interdependientes, indivisibles y progresivos El Estado tiene el deber de 
promoverlos, protegerlos y respetarlos”. Artículo 13 de la Constitución Política del Estado de 
Bolivia, (Asamblea Constituyente, 2009) 
Estos preceptos constitucionales dejan claro el limitado alcance que pudieran tener las 
legislaciones de inferior rango ante tales pronunciamientos amparados en la supremacía 
constitucional. No hay lugar a interpretaciones diferentes, las leyes no deberían en nigún caso 
violentar los postulados constitucionales, máxime cuando se están limitando derechos 
fundamentales y garantías democráticamente reconocidas a toda la sociedad. 
Los jueces y fiscales, indistintamente facultados para el aseguramiento del acusado, deberían 
encontrar otras maneras menos invasivas para garantizar los fines procesales y no perjudicar a 
una persona que al momento de ser investigado tiene sobre su vida un aparato complejo de poder 
empeñado en demostrar su culpabilidad. Suficiente angustia implica tener sobre su prestigio el 
reproche de la sociedad, los órganos de represión, el ministerio público y en muchas ocasiones 
hasta de los juzgadores, para también tener que soportar que se les prive de su libertad personal.  
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CONCLUSIONES 
El principio de presunción de inocencia es una situación jurídica expresamente reconocida en las 
constituciones latinoamericanas, existiendo en algunas de ellas las garantías necesarias para su 
cumplimiento, aunque de manera inacabada.  
Pese al reconocimiento de la presunción de inocencia como garantía, los propios textos 
constitucionales latinoamericanos prevén otro grupo de normas que contravienen la inocencia y 
autorizan a las autoridades fiscales o judiciales a adoptar medidas que vulneran este estado, tal es 
el caso de la prisión preventiva o prisión provisional de la cual se hace uso excesivo en la 
práctica, lo que ha traído consigo que en la región exista un porciento muy elevado de presos sin 
condena. 
El gran número de casos en los que se somete a las personas procesadas a la medida cautelar de 
prisión provisional desvirtúa el principio de inocencia, transformándolo en presunción de 
culpabilidad, a lo que se agrega que ni siquiera los fundamentos teóricos que pudieran sustentar 
el razonamiento sobre las causas por la que se impone tal medida cautelar, tampoco se 
corresponden con la presunción de inocencia.  
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